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Capítulo 1 Generalidades






1. Antecedentes


 Al hablar de los antecedentes de la actual regulación de expropiación forzosa hay que remontarse ineludiblemente a la Constitución de Cádiz, ya que, en su art. 304, contenía la prohibición de penas confiscatorias.

Pero al buscar el primer antecedente de Ley de Expropiación, hay que detenerse en el año 1836, momento en que ve la luz la primera Ley, concretamente el 17 de julio, que fue reglamentada en el año 1845. Estaba basada en la premisa francesa de la propiedad sagrada e inviolable.

Es un año después de su promulgación, cuando se produce la primera constitucionalización de dicha institución.

En efecto, el texto fundamental de 1837, señala en su art. 10 que "no se impondrá jamás la pena de confiscación de bienes, y ningún español será privado de su propiedad sino por causa justificada de utilidad común, previa la correspondiente indemnización."

La Ley de Expropiación de 1879 es el precedente más claro de la actual y se publica bajo la vigencia de la Constitución republicana del mismo año. Su artículo 44 facultaba a la mayoría absoluta del Congreso para dictar Leyes expropiatorias sin indemnización, en virtud de la subordinación de la riqueza del país, "sea quien fuere su dueño", a la economía nacional.

Con el Fuero de los Españoles se desglosa la noción de "utilidad social" en la de "utilidad pública e interés social".

De tal manera se acoge en la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, vigente en la actualidad y desarrollada por el Reglamento aprobado por Decreto de 26 de abril de 1957.

Y se constitucionaliza en el artículo 33.3 de la Constitución de 1978:

Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes


Configura la citada ley el concepto de expropiación como "cualquier forma de privación singular de la propiedad o de derechos e intereses patrimoniales legítimos y ello con independencia de las personas o entidades titulares, por causa de utilidad pública o interés social y ya se traduzca, imperativamente, en venta, permuta, censo, arrendamiento, ocupación temporal o mera cesación en el ejercicio del derecho o interés".








2. Marco constitucional


 Viene constituido por la función social de la propiedad, o lo que es lo mismo, la compatibilidad de la atribución de un derecho subjetivo a un particular con la modalización de su ejercicio, que quedará supeditado al cumplimiento de causas de utilidad pública o interés social. Señala el artículo 33.3 de la Constitución española de 1978 lo siguiente, después de haber reconocido en el párrafo primero el derecho a la propiedad privada y a la herencia:

Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes


En tal sentido, el alto intérprete de la Constitución, en SSTC 111/1983, de 2 de diciembre, Rec. 116/1983 y 37/1987, de 26 de marzo, Rec. 685/1984, señala que "el derecho de propiedad es reconocido por la Norma Fundamental desde la vertiente institucional y desde la vertiente individual, siendo desde este último punto de vista un derecho subjetivo que cede para convertir en un equivalente económico cuando el bien de la comunidad legitima la expropiación".

Por otro lado, el art. 149.1.18 CE atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre expropiación forzosa. Sin embargo, el tenor de este precepto, que asigna en bloque la legislación sobre expropiación forzosa al Estado, es decir, con carácter aparentemente pleno y no fraccionable, requiere de importantes matizaciones de la mano de la jurisprudencia constitucional plasmada, entre otras, en las SSTC 61/1997, de 20 de marzo, y 164/2001, de 11 de julio. En ellas se ha ido modulando la inicial doctrina contenida en la ya famosa STC 37/1987, de 26 de marzo, referente a la Ley andaluza de Reforma Agraria, luego ratificada en la otra STC 319/1993, de 27 de octubre.

Nótese además que algunos Estatutos de Autonomía, como el del País Vasco, Cataluña, Galicia o Andalucía asumían competencias en materia de desarrollo legislativo sobre expropiación forzosa, de modo que parecían operar un fraccionamiento entre bases y desarrollo sobre una atribución constitucional que antes aparecía como plena —"legislación sobre expropiación forzosa"—.

En las iniciales Sentencias el Tribunal Constitucional venía a afirmar que la expropiación forzosa, como garantía del derecho de propiedad, demanda una regulación general, residenciada en el Estado, incluso en cualquiera de los tipos o modalidades de los que la expropiación es susceptible. Y todo ello con el fin de que los bienes objeto de expropiación no sean valorados de modo diferente en los distintos puntos del territorio nacional.

Con arreglo a esta sentencia quedarían en manos de la competencia autonómica de desarrollo de la legislación estatal:  


	
a)  Los aspectos organizativos de la acción expropiatoria, en realidad íntimamente vinculados a las competencias de autoorganización inherentes a la autonomía

	
b)  La fijación y declaración de la causa expropiandi o causa legitimadora de las expropiaciones, inherente, por supuesto, a la titularidad de las diferentes competencias sectoriales —por ejemplo, las competencias autonómicas en materia de desarrollo y ejecución del medio ambiente o en materia de agricultura deberán llevar como anejo la facultad de fijar las políticas necesarias y los terrenos a expropiar para hacer efectivas esas mismas políticas—.




A partir de ahí, las sentencias más recientes tienen en cuenta el ámbito concreto en el que se ejerce la expropiación y en especial si ese ámbito se corresponde con una competencia claramente autonómica, como el urbanismo. 



Pues bien, en estos casos el TC afirma que el Estado, a la hora de regular la expropiación forzosa, tiene que tener bien presentes esos títulos competenciales concernidos y que en ellos la acción legislativa del Estado debe tener un "marcado carácter principal o mínimo" y sólo en cuanto ello sea expresión de las garantías procedimentales generales.







3. Concepto, naturaleza, fundamento y caracteres


 Concepto

Según Garrido Falla, es aquel instituto de Derecho público que consiste en la transferencia coactiva de la propiedad de un particular a una Administración pública, o a otro particular, por razón de interés público y previo pago de su valor económico.

Según dicho autor, son pues dos las notas características de tal concepto:


	
•  La de ser una transferencia coactiva, que hace de ella típicamente una institución característica del Derecho público, no asimilable a la compraventa prevista en el Derecho civil.

	
•  El derecho del expropiado a recibir una indemnización equivalente al valor económico de la cosa expropiada, lo que diferenciaba el instituto de otras figuras afines como la confiscación.




El Tribunal Supremo (Sentencia 1 de mayo de 1961) ha definido la expropiación forzosa como "el medio por el que el Estado, en ejercicio de su autoridad por razones de interés público o de utilidad social, priva de derechos a los particulares, adjudicándolos al mismo Estado o a los Organismos a quien tiene encomendado la defensa de esos intereses superiores".



A su vez la Sentencia de 9 de marzo de 1993, rec. 8333/1990, refleja su sometimiento al régimen constitucional y jurídico público, su subordinación a una específica causa y procedimiento y su funcionalidad propia como instrumento por el que el poder público está en condiciones de despojar a la fuerza a los titulares legítimos de sus bienes o derechos a cambio de una contraprestación económica.

En suma, la expropiación supone siempre una transferencia del dominio sobre una cosa, que sale del patrimonio del expropiado hacia el del expropiante, una transferencia que se opera coactivamente, ope legis, o sin necesidad de la voluntad ni del consentimiento del expropiado. 

Además, y según lo que dispone el art. 8 de la LEF 1954, esa transferencia coactiva supone que todo derecho que recaiga sobre la cosa deja de existir, pues si el titular del dominio pierde sus facultades sobre aquélla, no puede ser de mejor condición cualquier porción de ese haz de derechos que integran el dominio.

Naturaleza

En torno a la naturaleza del instituto expropiatorio la doctrina ha mantenido dos posiciones fundamentales:


	
•  Por un lado, los que consideran que la expropiación forzosa no es más que una de las prestaciones obligatorias de los particulares a la Administración.

	
•  Por otro lado, la corriente que estima que la expropiación es una limitación en las facultades dominicales del propietario.  



Garrido Falla considera que, aparte de las limitaciones que la propiedad privada sufre en beneficio de otros particulares, todas las instituciones a través de las cuales se manifiesta la subordinación en que el derecho de propiedad se encuentra respecto del interés público constituyen en su conjunto lo que denomina "régimen administrativo de la propiedad privada", integrando en este régimen las limitaciones policiales de la propiedad, los supuestos de prestaciones obligatorias "in natura" a favor de la Administración, y las servidumbres administrativas sobre los bienes privados.

TÉNGASE EN CUENTA: El TS, en su Sentencia de 16 de julio de 1997, Rec. 1207/1993, sobre la naturaleza de la expropiación forzosa, explica que su concepción ha venido evolucionando desde una consideración, en los orígenes del Estado, como último límite del derecho natural, sagrado e inviolable, a la propiedad privada y reducido a operar sobre los bienes inmuebles con fines de construcción de obras públicas.


De ahí que, la transformación que la idea del Estado social introduce en el concepto del derecho de propiedad privada al asignarle una función social con efectos delimitadores de su contenido y la complicación cada vez más intensa de la vida moderna —especialmente notable en el sector económico—, han determinado una especial revisión del instituto de la expropiación forzosa, que se ha convertido en instrumento positivo puesto a disposición del poder público para el cumplimiento de sus fines.

Fundamento

La Expropiación de Motivos de la Ley afirma que esta institución contempla el supuesto en que, decidida la colisión entre el interés público y el privado, en consideración a la lógica prevalencia del primero, resulta obligado arbitrar el procedimiento legal adecuado para promover jurídicamente la transmisión imperativa del derecho expropiado y para hacer, consecuentemente, efectiva a favor del particular la justa indemnización correspondiente.

Siguiendo a García de Enterría, se puede afirmar que la facultad de expropiar se integra en una verdadera "potestad" de esta naturaleza. Se trata de una potestad innovativa cuyos efectos se dirigen a extinguir, o desde otra perspectiva, a convertir, situaciones jurídicas patrimoniales de las personas sujetas a la misma. Es un poder concreto que se integra dentro del poder genérico y ordenador del Estado. Su justificación entra dentro de la justificación del poder del Estado en abstracto.

El Tribunal Supremo ha manifestado que "es fundamento de la expropiación y su nombre así lo está indicando, la coacción, la fuerza que el Estado o quien en su lugar aparezca subrogado pueda ejercitar, para adueñarse de una cosa de propiedad particular en beneficio del interés público mediante la consiguiente y proporcionada indemnización" (Sentencia de 26 de febrero de 1931), y en definitiva, "un acto de soberanía del Estado por el que se priva al particular de la propiedad y posesión de una cosa en beneficio de la colectividad, con el fin de atender los intereses públicos o sociales que el bien común demanda" (Sentencia de 22 de noviembre de 1960).

Caracteres

Se extraen del concepto que contempla el art. 1 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de expropiación forzosa (en adelante LEF 1954), en cuanto que la define como aquella institución del Derecho público mediante la cual se opera la transferencia, coactivamente si es menester, por causa de utilidad pública o de interés social, de bienes y derecho concretos a favor de la Administración o de otra persona, mediante el abono de la correspondiente indemnización, a través del procedimiento establecido en la Ley.

Pueden así relacionarse los caracteres del siguiente modo:


	
a)  Transferencia de titularidadMediante la expropiación se produce una transferencia de la titularidad de los bienes y derechos, de su propietario o poseedor al beneficiario.

En este sentido, el art. 8 de la LEF 1954 dispone que la cosa expropiada "se adquirirá" libre de cargas. Por su parte el art. 24 de la LEF 1954 se refiere al convenio "sobre adquisición de los bienes", el art. 53 de la LEF 1954 dispone el modo y la forma de dejar constancia en los Registros públicos "de la transmisión del dominio", y el art. 3 del Decreto de 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa a su vez, entiende por beneficiario a aquella persona que "adquiere el bien o derecho expropiados".

Y ello, aun en los supuestos de ocupaciones temporales, habida cuenta que si bien no determinan una total transmisión del dominio de los bienes a que afectan, vienen a suponer, en todo caso, una transferencia, siquiera limitada temporalmente, de la posesión de los bienes y del disfrute de los mismos"



	
b)  Transferencia coactivaDicha transferencia se logra coactivamente, o lo que es lo mismo, incluso contra la voluntad del titular expropiado. Y ello, aun cuando se admita la posibilidad de adquisición consensuada (art. 24 de la LEF 1954), por cuanto la misma viene más bien referida a la determinación del justo precio por mutuo acuerdo.

En efecto, si ya el art. 1 de la LEF 1954 comprende en su marco a las privaciones singulares de la propiedad privada o de derechos o intereses "acordada imperativamente", en el resto de su articulado, y en el de su reglamento, se van estableciendo todos los mecanismos necesarios para vencer la pasividad e incluso la resistencia activa.

También el Tribunal Supremo, en numerosas ocasiones, ha hecho alusión a este carácter coactivo.



	
c)  Utilidad pública o interés socialNi la Ley ni el Reglamento de expropiación forzosa definen la utilidad pública ni el interés social. Ahora bien, de la propia Exposición de Motivos de la Ley se infiere la diferenciación de conceptos.

Como se ha expuesto precedentemente, fue el art. 32 del Fuero de los Españoles, de 17 de julio de 1945, el que amplió significativamente el principio incorporando el concepto del interés social.

Por su parte, la Constitución de 1978 en su art. 33.3 expresa que nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.


Las leyes del orden estrictamente privado, como es el Código Civil, exigen para la privación de la propiedad la concurrencia de "causa justificada de utilidad pública" (art. 349 CC).



La doctrina más autorizada, en orden a la diferenciación entre la utilidad pública y el interés social, a estos fines, estima que radica en que existe expropiación por causa de utilidad pública cuando el bien objeto de la expropiación pasa a integrar el patrimonio de una entidad pública. Es decir, cuando el bien expropiado pasa del ámbito de la propiedad privada al de la propiedad pública. Por el contrario, existe expropiación por causa de interés social cuando el bien expropiado no pasa a integrar el patrimonio de una entidad pública, sino que el beneficiario es un particular. Se entiende cualquier fin supraindividual que denota una necesidad colectiva prevalente a la del mantenimiento de la situación privada afectada.

González Pérez ha destacado que en un principio se admitía como causa de la expropiación la necesidad pública para ampliarse luego a la utilidad pública y, por último, al interés social, que tiene su raíz en la profunda modificación del concepto de la propiedad que, así, vuelve a inspirarse en los inmutables principios del Derecho natural.

De este modo, este autor entiende que no existe razón terminológica alguna que aconseje la introducción de la expresión "interés social", al lado de la "utilidad pública", y explica que cuando se habla de interés social, lo que realmente se quiere designar consiste, sencillamente, en que se ha ampliado el ámbito de los móviles de la expropiación, y para ello no hace falta añadir nada al término "utilidad pública", que considera suficientemente amplio.

Lo que sí que resulta evidente y claro es que es requisito indispensable para proceder a la expropiación forzosa la previa declaración de utilidad pública o interés social del fin a que haya de afectarse el objeto expropiado (art. 9 de la LEF 1954). Supone, por tanto, la declaración, para el caso concreto de expropiación, de la causa de utilidad pública o interés social concurrente.



	
d)  Objeto expropiableComo pone de relieve la STC 227/1988, de 29 de noviembre, la garantía expropiatoria del art. 33.3 de la CE alcanza tanto a las medidas ablatorias del derecho de propiedad privada en sentido estricto, como a la privación de los "bienes y derechos individuales", es decir, de cualquier derecho subjetivo e incluso interés legítimo de contenido patrimonial, entre los que se incluye, sin duda, los derechos de aprovechamiento privativo o especial de bienes de dominio público.

El caso concreto, sobre el que el Alto Tribunal mantiene tal doctrina, era un aprovechamiento hidroeléctrico. Pero la jurisprudencia ha declarado como tales, también, los siguientes:


	
• Los bienes comunales (STS 8 de noviembre de 1977)

	
• Los terrenos de un Palacio en Córdoba (STS de 2 de junio de 1987).

	
• La licencia de edificación concedida antes del acuerdo de expropiación del inmueble (STS 2 de octubre de 1991, Rec. 5032/1990).





	
e)  IndemnizaciónDenominador común en la regulación expropiatoria desde los más antiguos textos constitucionales y legales ha sido el que la transferencia de titularidad que mediante el instituto expropiatorio se produce, lo es sobre la base de indemnizar al titular que cesa de serlo por la privación que se le impone.

Y en tal sentido el TS, en una doctrina que por su reiteración excusa su cita pormenorizada, ha puesto de manifiesto que el fin primordial de todos los sistemas de valoración es lograr que el justiprecio sea precisamente eso que el concepto indica, un "precio justo", esto es, el adecuado y suficiente para que el expropiado pueda adquirir con él una cosa igual o semejante a aquélla que constituyó el objeto de la expropiación, siendo así que la indemnización al expropiado tiene su fundamento en el principio de igualdad ante la Ley en el reparto de las cargas públicas, según el cual, quien se ve privado de su propiedad no debe sufrir él solo el perjuicio, sino que debe ser soportado y compartido por la colectividad beneficiada, de la que aquél también forma parte, compensando de esta suerte la carga que supone la privación de la propiedad con la que implica su resarcimiento, mediante la adecuada indemnización.



	
f)  ProcedimientoHoy la sujeción al procedimiento legalmente establecido es una exigencia constitucional al así recogerlo expresamente el art. 33 de la CE.

Pero ya el art. 1 del Decreto de 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa, al igual que lo hiciera la Ley de 1879, precisa "el sometimiento a procedimiento formal de toda intervención administrativa que implica privación singular de la propiedad o demás derechos o intereses"



	
g)  Interpretación de la LeyEn su Sentencia de fecha 23 de diciembre de 1960 el TS declaró que, si nadie puede ser expropiado sino por causa de utilidad pública o interés social, previa la correspondiente indemnización, han de entenderse siempre con criterio restrictivo cuantos preceptos pudieran constituir una norma excepcional a dicho fundamental principio.



	
h)  ExclusionesLa Ley excluye de su ámbito las ventas forzosas reguladas por la legislación especial sobre abastecimientos, comercio exterior y divisas; excepciones que en virtud del último párrafo del art. 1 del Decreto de 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa comprenden también las relativas a ventas forzosas de cualquier artículo de intervención económica.

La venta forzosa también se encuentra recogida en el art. 49 del Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, para los supuestos de incumplimiento de los deberes recogidos en esta ley en relación con el derecho de la propiedad del suelo, haciéndose referencia en el art. 50 TRLSRU a la regulación del procedimiento a tramitar para su aplicación.











4. Sujetos de la expropiación


 En general

De acuerdo con el art. 1 del Reglamento de Expropiación Forzosa, de 26 de abril de 1957, en la expropiación forzosa concurren los siguientes sujetos:


	
•  Expropiante: es el titular de la potestad expropiatoria;

	
•  Beneficiario: es el sujeto que representa el interés público o social para cuya realización está autorizado a instar de la Administración expropiante el ejercicio de la potestad expropiatoria, y que adquiere el bien o derecho expropiados,

	
•  Expropiado: es el propietario o titular de derechos reales e intereses económicos directos sobre la cosa expropiable, o titular del derecho objeto de la expropiación.  



En relación con el expropiante, establece el art. 2 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de expropiación forzosa (en adelante, LEF 1954), que: "1. La expropiación forzosa sólo podrá ser acordada por el Estado, la Provincia o el Municipio. 2. Además podrán ser beneficiarios de la expropiación forzosa por causa de utilidad pública las entidades y concesionarios a los que se reconozca legalmente esta condición. 3. Por causa de interés social podrá ser beneficiario, aparte de las indicadas, cualquier persona natural o jurídica en la que concurran los requisitos señalados por la Ley especial necesaria a estos efectos"

Dicho precepto debe ser completado con lo dispuesto en los art. 3 y 4 del Decreto de 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de Expropiación Forzosa

Y su interpretación conjunta revela claramente la distinción entre el titular de la potestad expropiatoria, o lo que es lo mismo, el expropiante, y el beneficiario de la expropiación.

Pues bien, el TS ha declarado que no solo es el Estado el expropiante, sino que lo son también los Organismos fundamentales que lo integran, cuales son las Corporaciones públicas, los Institutos Estatales por él creados, las Asociaciones por él constituidas o declaradas de utilidad pública e, incluso, las Instituciones religiosas. A ello hay que añadir, por supuesto, con un énfasis especial, a las Comunidades Autónomas, entes políticos de naturaleza superior, generalidad de fines y también, por supuesto, que están dotados de competencias cuya efectividad con frecuencia demanda el empleo de la técnica expropiatoria.

Administración Expropiante

Consideraciones generales

Toda vez que expropiar representa el ejercicio de una potestad pública, esta ha de estar atribuida por el ordenamiento jurídico a unos determinados sujetos públicos facultados para ello, y solamente a ellos.


En tal sentido, el art. 2 de la LEF 1954 establece que sólo podrá ser acordada por el Estado, la Provincia o el Municipio. Al respecto debe tenerse en cuenta, lógicamente, la alteración, sobre este esquema primario, que ha supuesto la aparición de las Comunidades Autónomas bajo el actual sistema constitucional.



Y el hecho de que únicamente las Administraciones territoriales puedan ser titulares activos de la potestad expropiatoria responde a los fines generales y abstractos que éstas persiguen.

En cualquier caso, el ejercicio de competencias expropiatorias por Comunidades Autónomas y Entes locales estará siempre condicionada por sus respectivos límites territoriales.

De tal manera, las personas administrativas no territoriales, sean de "base institucional" o la tengan ésta corporativa, (como un colegio profesional) carecen de la potestad de expropiar. Así lo establece, para las institucionales, con claridad el art. 89 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que excluye de modo explícito, de esta clase de atribuciones, a los organismos públicos.

Por lo que se refiere a los órganos de tales Administraciones que son los encargados de actuar en cada caso concreto, el art. 3 del Decreto de 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de la LEF, se encargó de especificarlos, aunque, ciertamente, con las limitaciones impuestas tanto por la inexistencia por aquel entonces de las Comunidades Autónomas, como por la singular forma de organización que aquella Administración del Estado tenía en la época, hoy en buena medida sustituida. 

Por ejemplo, debe entenderse sustituida la figura del Gobernador Civil, a la que la Ley y el Reglamento de Expropiación Forzosa se refieren, por los Delegados y Subdelegados del Gobierno; si bien, hay que tener en cuenta, también, la sustitución del Delegado del Gobierno por el Ingeniero-Jefe de los Servicios respectivos tratándose de expropiaciones destinadas a obras públicas a que se refiere el art. 98 de la LEF 1954. En concreto, la competencia de los Delegados del Gobierno en materia de expropiación forzosa se encuentra atribuida por el art. 73.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Para la determinación del órgano concreto —Alcalde, Pleno, Presidente de la Diputación, Presidente de la Comunidad Autónoma, órgano colegiado de gobierno de la Comunidad Autónoma— a la que se le atribuye la competencia expropiatoria, hemos de estar a lo establecido en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local para el supuesto de los entes locales, y a lo dispuesto en las leyes de gobierno y administración para el caso de las CCAA.

Es todavía una cuestión sobre la que no existe unanimidad la relativa a si el poder legislativo puede ser considerado como sujeto expropiante. Esta cuestión a la que ahora nos referimos hace referencia a las llamadas "expropiaciones legislativas".

TÉNGASE EN CUENTA: La STC 166/1986, de 19 de diciembre, Rec. 704/1984, sostiene que la Constitución no establece reserva de la materia de expropiación a favor de la Administración, ni existe en ella ningún precepto que impida que las leyes tengan carácter singular y, por tanto, las expropiaciones ope legis son constitucionalmente legítimas. 


En cualquier caso, dicha sentencia al igual que las SS 111/1983, de 2 de diciembre, Rec. 116/1983 y 67/1988, de 18 de abril, Rec. 1080/1985, obliga a la Ley expropiatoria singular al respeto de las garantías o estándares constitucionales.

En este ámbito, con efecto parcialmente clarificador del alcance constitucionalmente legítimo de las leyes expropiatorias, nos podemos referir a la STC 48/2005, de 3 de marzo, en la que se matiza el pronunciamiento anterior más claro en la materia con el que contábamos, dictado en el llamado "asunto RUMASA", STC 166/1986, de 19 de diciembre.

Competencias legislativas en materia expropiatoria

Pese a que el art. 149.1.18 CE atribuye al Estado la competencia exclusiva en legislación expropiatoria, la previsión en los Estatutos de Autonomía de competencias autonómicas en esta misma materia, es decir, la asunción de competencias legislativas autonómicas en materia de expropiación forzosa ha sido declarada acorde con el texto constitucional.

La secuencia de ideas —no siempre sencilla ni exenta de matices— que cabe extraer de la jurisprudencia constitucional con respecto a cuáles son los contornos constitucionalmente legítimos de las competencias autonómicas en materia de expropiación forzosa, puede sintetizarse de la siguiente manera:


	
•  El constituyente ha pretendido que exista una regulación general de la institución expropiatoria en todo el territorio nacional. Y para ello ha reservado en exclusiva al Estado la competencia sobre la "legislación de expropiación" (art. 149.1.18 CE) y no simplemente, como en otras materias, la competencia para establecer las bases o la legislación básica.

	
•  Sin embargo, cuando la legislación sectorial corresponda a las Comunidades Autónomas, será éstas, y no el Estado, las que ostenten la potestad de definir legalmente los supuestos en que cabe hacer uso del instrumento expropiatorio mediante la declaración de la causa expropiandi necesaria en cada caso; sin perjuicio de la obligación de atenerse a la legislación general del Estado que garantiza por igual los derechos patrimoniales de todos los sujetos privados (ATC de 16 de enero de 2007 y SSTC 37/1987, 17/1990, de 7 de febrero, 186/1993, de 7 de junio y 180/2000, de 29 de junio).

	
•  Por ello la reserva constitucional en favor del Estado sobre la "legislación de expropiación forzosa" no excluye que por Ley autonómica puedan establecerse, en el ámbito de sus propias competencias, los casos o supuestos en que procede aplicar la expropiación forzosa, determinando las causas de expropiar a los fines de interés público a que aquélla deba servir.

	
•  El instituto expropiatorio presenta una doble vertiente: constituye una garantía constitucional del derecho de propiedad privada, por un lado, y, por otro, un "instrumento positivo puesto a disposición del poder público para el cumplimiento de sus fines de ordenación y conformación de la sociedad a imperativos crecientes de justicia social".

	
•  En cuanto garantía de los intereses económicos privados (esto es, la primera de las dos dimensiones a las que acabamos de referirnos), corresponde al Estado, a través de su competencia legislativa exclusiva sobre la materia (art. 149.1.18 CE), establecer una regulación general de la institución expropiatoria, impidiendo con ello que puedan existir diferencias en unas y otras partes del territorio nacional en relación con "los criterios de valoración y las garantías del procedimiento".

	
•  Por el contrario, como instrumento al servicio de fines públicos (la segunda de las dimensiones indicadas), pueden las Comunidades Autónomas definir —según hemos indicado ya— mediante Ley los supuestos en que procede realizar la expropiación o los fines de interés público a que la misma debe servir (causa expropiandi), así como la ejecución de las medidas expropiatorias.

	
•  Decisiones como la creación de los Jurados territoriales de Expropiación Forzosa por normas autonómicas no forma parte de las garantías comunes (primera dimensión) sino de la faceta instrumental (segunda de ellas). Por ello resulta insertable en la potestad de autoorganización de sus propios servicios expropiatorios. La creación de órganos ha de encuadrarse, consecuentemente, no en la materia de legislación sobre expropiación forzosa, sino en el ámbito propio del "régimen jurídico de las Administraciones públicas"; siendo, por tanto, de neta competencia autonómica siempre que se respeten, eso sí, las bases de régimen jurídico de las Administraciones Públicas (STC 251/2006, de 25 de julio).  



En relación con la atribución de la potestad expropiatoria a las Comunidades Autónomas, se realiza a través de su norma institucional básica: el Estatuto de Autonomía. Como ejemplo, así resulta de lo señalado en el artículo 32.1 b) del Estatuto de Autonomía de Castilla y León (Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre), y artículo 36.1 b) de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid.

Respecto a las competencias en materia legislativa en relación con la potestad expropiatoria, el citado artículo 32 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León reconoce expresamente a la CA de Castilla y León el ejercicio de las restantes competencias de la legislación expropiatoria atribuidas a la Administración del Estado, cuando se trate de materias de competencia de la Comunidad Autónoma. En idénticos términos se pronuncia el art. 36 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid en relación con las competencias legislativas en materia expropiatoria. 

En cuanto a los Entes Locales, la LBRL les otorga igualmente la potestad expropiatoria en su art. 4.1 d) LBRL de 1985 extendiéndola, incluso, a los entes locales menores en el apartado 2 del art. 4, si bien con la tutela de los municipios. Y eso sí, es la Ley estatal la que se encarga de establecer las condiciones sustantivas y formales a que la utilización de la potestad debe atenerse.

Todo ello sin olvidar que, a su vez, las leyes de régimen local de las Comunidades Autónomas que las hayan dictado también pueden atribuyen la potestad expropiatoria a los entes locales de carácter territorial. Así lo hace el artículo 8.1.d) del DLeg. 2/2003, de 28 de abril, Texto Refundido de la Ley municipal y de régimen local de Cataluña.

Beneficiario


Según el art. 3.1 del Decreto de 26 de abril de 1957, beneficiario es el sujeto que representa el interés público o social para cuya realización está autorizado a instar de la Administración expropiante el ejercicio de la potestad expropiatoria.



Deberá ser persona jurídico-pública, o lo que es lo mismo, entidades públicas o concesionarios, cuando se trate de expropiaciones por causa de utilidad pública; pero también podrá ser persona jurídico-pública privada cuando medie un interés social y se cumpla lo establecido en la Ley especial que lo contemple como tal.

La intervención de los beneficiarios en el procedimiento se concreta de la siguiente manera:


	
•  Pueden solicitar del expropiante la iniciación del expediente a su favor con justificación de la procedencia de la expropiación y la condición de beneficiario.

	
•  Pueden impulsar el procedimiento e informar sobre lo que acontezca en él.

	
•  Pueden formular la relación de bienes de necesaria ocupación.

	
•  Pueden llegar a un acuerdo con el expropiado

	
•  Pueden formular la hoja de aprecio

	
•  Pueden aceptar o rechazar la hoja de aprecio formulada por el expropiado

	
•  Pueden pagar o consignar el precio justo

	
•  Pueden abonar las indemnizaciones por demora

	
•  Pueden ejercitar el derecho de reversión.  



En cuanto a beneficiarios en expropiación forzosa legitimados como tales para intervenir en expedientes de expropiación, el TS ha puesto de relieve que no lo es a título individual el integrante de la Junta de Compensación en procedimiento expropiatorio contra propietario de finca no integrado voluntariamente en aquélla (STS de 14 de octubre de 1993). 

[Debe notarse, sin embargo, con respecto a este ejemplo del que se ha ocupado la jurisprudencia, que las Juntas de Compensación y el estatuto jurídico de sus miembros dependerán de lo que establezca en cada caso la Ley urbanística autonómica correspondiente. Aunque también cabe anticipar ya que esa institución de las Juntas de Compensación ha perdido buena parte de su sentido tras la aprobación por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, del Texto refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana. el Real Decreto legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de suelo.]


Por el contrario, para el Alto Tribunal es beneficiario la figura del concesionario de la obra por la propia naturaleza de su función (STS 22 de noviembre de 1962) o la propietaria de un castillo declarado monumento histórico artístico representante de un interés público social atendible y defendible para cuya efectividad y puesta en valor la Administración, a solicitud de aquella persona, autoriza determinadas demoliciones, declarando de utilidad pública para la expropiación forzosa (STS de 30 de octubre de 1971), el Consejo de Investigaciones Científicas (STS 17 de junio de 1964) o RENFE (STS 6 de noviembre de 1971).

En relación con este último caso abordado por la jurisprudencia, y para no inducir a error, debe aclararse que la derogada Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector Ferroviario, vino a dar cumplimiento a las previsiones de la Directiva 2001/12/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2001. Esta Directiva establecía la necesidad de separar, al menos contablemente, la explotación de los servicios de transporte ferroviario y la administración de la infraestructura. 

Pues bien, en cumplimiento de ese deber de separación, la Ley asignó la construcción y administración de las infraestructuras ferroviarias —dentro del ámbito de la competencia estatal— a un organismo público de los previstos en el art. 103.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, adscrito al Ministerio de Fomento —el Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF)—, que goza de personalidad jurídica propia, plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y patrimonio. 

TÉNGASE EN CUENTA: El art. 40.4 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario, dispone que cuando corresponda al Administrador de Infraestructuras Ferroviarias la construcción de estas infraestructuras, la potestad expropiatoria será ejercida por la Administración General del Estado y el beneficiario de la expropiación será el propio administrador de infraestructuras ferroviarias, que abonará el justiprecio de las expropiaciones.


Expropiado


De conformidad con lo dispuesto en el art. 3.1 del Decreto 26 de abril de 1957, por el que se aprueba el Reglamento de la LEF, expropiado es el titular de derechos reales e intereses económicos directos sobre la cosa expropiable, o titular del derecho o interés legítimo objeto de expropiación.



La cualidad de expropiado obliga, naturalmente, a la Administración a precisar quién es la concreta persona, física o jurídica, que ostenta tal condición, a los efectos de tenerle por interesado en el procedimiento expropiatorio. Es decir, se introduce como principio general el de la identificación y reconocimiento como expropiado por parte de la Administración al titular de derechos e intereses, de manera que será con éste con quien la Administración deba entenderse siempre y cuando sea debidamente identificado de conformidad con la normativa de procedimiento común.

Y a tal fin, la Administración tendrá como propietario o titular a quien con este carácter conste en registros públicos que produzcan presunción de titularidad, que sólo puede ser destruida judicialmente, o en su defecto, a quien aparezca con tal carácter en registros fiscales, o, finalmente, a quien lo sea pública y notoriamente.

En cualquier caso, es reiterada la doctrina jurisprudencial que ha estimado que corresponde a la Administración realizar las diligencias pertinentes con los titulares expropiados, declarándose, incluso, nulidad de actuaciones por desconocimiento de los propietarios de la expropiación de sus fincas. Y así la añeja STS de 10 de febrero de 1932 declaró la nulidad de lo actuado con la persona que según el Registro de la Propiedad no era dueña de la finca expropiada.

Respecto a la naturaleza del ente expropiado, ningún problema existe en entender la posibilidad de que sean entes jurídico-públicos de manera tal, que los bienes patrimoniales de las Administraciones públicas pueden ser objeto de expropiación.

Y en relación a los supuestos en que no resulta conocido el propietario, debemos tener en cuenta que el Reglamento de la LEF, en su art. 20.4 dispone que en los casos de indeterminación o desconocimiento de los titulares o de sus domicilios, se les notificará el acuerdo de necesidad de ocupación por edictos en el Boletín Oficial de la provincia y en el tablón de anuncios del Ayuntamiento en cuyo término radiquen los bienes. Además, de conformidad con lo establecido en el art. 5 de la LEF 1954, si verificada dicha publicación, no comparecieren en el expediente los propietarios o titulares, se entenderán las diligencias con el Ministerio Fiscal.
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